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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el señor JORGE NELSON CARDONA NOREÑA contra el fallo de tutela proferido el nueve (09) de octubre de dos mil seis (2006) por la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción interpuesta en contra de la titular del Juzgado Primero Penal Municipal de ese Municipio. 

2.- DEMANDA 

El actor en su escrito informó que se encontraba vinculado a la Rama Judicial desde el año 1984, tiempo durante el cual se había desempeñado como notificador en el Juzgado Quinto Penal Municipal de Pereira y desde el primero (1º) de octubre de 1988 en el Juzgado Penal Municipal de Dosquebradas, inicialmente como citador y posteriormente como Secretario desde el mes de abril de 1989 hasta la fecha; tiempo durante el cual no fue amonestado ni sancionado.
Refiere presiones laborales en contra suya y de otro empleado de nombre LUIS FERNANDO ORTIZ OCAMPO quien labora como Escribiente en propiedad del mismo despacho; por parte de la señora Juez Dra. DIANA LUCÍA CORREA VALENCIA quien le  comunicó que debía renunciar al cargo. Frente a esa situación formuló el pasado ocho (8) de septiembre queja disciplinaria ante el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda -anexó fotocopia-, lo que originó que el diecinueve (19) de septiembre de 2006 se haya proferido la Resolución No. 16 mediante la cual se resolvió calificarlo anticipadamente, de forma insatisfactoria y declararlo INSUBSISTENTE en el cargo que desempeñaba.

Señala que se le está vulnerando el derecho al debido proceso, al desconocer la referida funcionaria el desempeño en los cargos anteriormente relacionados, procediendo de buenas a primeras a calificarlo anticipadamente con el fin de sacarlo del cargo de carrera, lo cual desconoce el procedimiento establecido para ese fin. Se le afecta también el derecho al trabajo, ya que ha laborado por más de veinte (20) años como empleado público, también las garantías a la salud, al mínimo vital y a la vida, dado que si no tiene para pagar sus cuentas, tampoco puede cubrir su salud. Refiere además que ayuda a sus padres, personas de la tercera edad que dependen de él.
En su caso, no ve viable acudir a la Jurisdicción Contencioso Administrativa por la congestión que allí se vive, lo que lo obliga a acudir a la acción de tutela mientras allí se dirime la acción de nulidad que va a presentar, todo ello, con el fin de evitar el perjuicio irremediable que se le va a causar con la actuación de la señora Juez.

Solicita del Juez Constitucional la suspensión del acto mediante el cual fue declarado insubsistente en el cargo de carrera que ejercía como Secretario del Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas (Rda.), mientras la Jurisdicción Contencioso Administrativa resuelve la pertinente demanda, y  se profiere decisión respecto de la queja presentada ante la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura. 
De manera adicional, pide como medida provisional se suspenda la calificación por medio de la cual fue declarado insubsistente, con el fin de evitar un perjuicio irremediable.
3.- RESPUESTA

La señora Juez accionada manifiesta frente a la petición de amparo incoada que el mismo no se conceda dado su carácter residual al contemplar la Ley la acción pertinente como lo es la de nulidad y restablecimiento del derecho ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, para lo cual se fundamenta en el contenido de la sentencia T-432 de 2006. A renglón seguido se ocupa de los derechos que el actor considera vulnerados:
Al trabajo: para ese momento solo existía la resolución por medio de la cual se calificó de manera insatisfactoria a un empleado de carrera administrativa, facultad otorgada por el artículo 171 de la Ley 270 de 1996 y el acuerdo 1392 de 2002 del Consejo Superior de la Judicatura. La misma fue objeto de reposición por el empleado, la cual se estaba surtiendo. No podía predicarse de los servidores públicos en provisionalidad y aun en carrera administrativa que gocen de inamovilidad tal como se estableció en las sentencias T-799 de 1998 y T-047 de 1995. No se trata de un derecho fundamental puesto que permanecer indefinidamente en un cargo determinado, en principio no es una prerrogativa que se encuentre adscrita en el núcleo esencial del derecho al trabajo.
Al debido proceso, entendido como falta de motivación o arbitrariedad. Muy por el contrario la calificación insatisfactoria se expidió con su observancia. Si el peticionario considera que no es suficiente la motivación, que es falsa, arbitraria o caprichosa, en síntesis, que la resolución por medio de la cual se le calificó insatisfactoriamente adolece de algún vicio, no es el Juez Constitucional el encargado de desvirtuar la presunción de legalidad del acto, éste se presume legítimo hasta que en vía jurisdiccional se desvirtúe.

Dice además, que no se advierte un perjuicio irremediable que haga prosperar la acción de tutela, ya que no se puede considerar al actor como padre cabeza de familia, lo que originaría que fuera especialmente protegido. No presenta incapacidades físicas ni mentales que le impidan buscar otra fuente de ingreso para sus obligaciones económicas, máxime cuando se trata de un profesional del derecho. Concluye que el señor JORGE NELSON CARDONA NOREÑA no se encuentra en condiciones de indefensión o debilidad manifiesta y por el hecho de tener responsabilidades económicas un empleado, no se torna en inamovible.

Se refiere a los testimonios practicados a petición del actor, de los cuales sostiene que no ayudan a definir el problema planteado, pues todas las personas que declararon fueron sus Superiores pero tiempo atrás, mientras la calificación insatisfactoria se tiene como resultado del desempeño de las labores del señor CARDONA NOREÑA en lo corrido del  presente año. Manifiesta además, que si se examina la hoja de vida del accionante, se encuentran varios llamados de atención hechos en forma escrita por otros titulares de ese Despacho, al igual que por ella misma.

Finaliza sosteniendo que debido al mal rendimiento laboral del empleado tuvo la necesidad de agotar los recursos permitidos por la Ley, como llamados verbales de atención, escritos y muchas sugerencias, los cuales no atendió gustosamente lo que la obligó a actuar de esa manera. El actor quiere hacer ver que la actuación se debió a una desviación de poder y a un acoso laboral, llegando incluso a involucrar a otro empleado y a formular quejas en su contra ante varias jurisdicciones, entre ellas el Consejo Superior de la Judicatura. Reitera que todo tiene su origen en el no cumplimiento de las obligaciones y deberes que le imponía al actor el desempeño de sus labores y que el accionante emprendió en su contra una persecución que ha violado su buen nombre, su dignidad y su fama, situación que la ha afectado hasta el punto de trascender hasta su núcleo familiar.

4.- FALLO 

Fue fundamento de la decisión adoptada en la primera instancia, el advertirse que el accionante dispone de otro medio de defensa judicial efectivo para obtener lo pretendido, cual era el acudir a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo mediante la Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, en la que por demás, también podía impetrarse la suspensión provisional del acto administrativo. Así, no era la tutela el medio expedito para darle solución a lo que se pretendía, pues ello significaría irrumpir en otras esferas en las cuales no era competente ese Despacho.

Se refirió enseguida a las pruebas practicadas: los testimonios solicitados por el actor y la inspección judicial practicada a su hoja de vida, manifestando que los primeros  no allegaron mayor evidencia que demostrara la vulneración de derechos fundamentales, por cuanto los deponentes no tenían conocimiento del entorno laboral actual del accionante, y solamente se referían al comportamiento y desempeño del actor mientras el señor CARDONA NOREÑA laboró bajo su dirección; incluso sobre la misma deposición del accionante, refirió que en ella se había plasmado que la calificación era injusta y arbitraria, que se le estaba causando un perjuicio irremediable lo que le estaba afectando su salud. 
La inspección practicada, permitió establecer las siguientes calificaciones asignadas al actor: En 1996 63 puntos; en 1997, 65 puntos; en el 98, 69 puntos; en el 99, 72.42 puntos; en el año 2000, 79 puntos; en el 2001, 72 puntos; para el año 2002, 84 puntos; del primero (1º) de enero al quince (15) de octubre de 2003, 91 puntos, del dieciséis (16) de octubre al tres (03) de diciembre de ese año, 92 puntos y del cuatro (04) al treinta y uno (31) de diciembre  de ese mismo año 2003, 94 puntos; para el año 2004, 92 puntos y finalmente, para el año 2005, 66 puntos. En tal diligencia también se encontraron los oficios 071, 092 y 155 de 2006, correspondientes a los llamados de atención que se le hicieron al ahora actor.
Anotó enseguida que luego de ser analizadas detalladamente las pruebas recopiladas y con la premisa de contarse con otro mecanismo de defensa judicial, conceptuó que no encontraba la vulneración de derechos fundamentales invocada por el accionante, ya que no había agotado los mecanismos expeditos que tenía para el efecto, lo que tornaba improcedente la acción de amparo. Se fundamentó en el contenido de la Sentencia T-432 de 2006 M.P. Alfredo Beltrán Sierra, donde se reafirmó la improcedencia general de la acción de tutela para impugnar la legalidad de los actos administrativos que disponían la desvinculación y de ese modo obtener el reintegro del servidor público. Tuvo en cuenta también la decisión T-1142 de 2003. M.P. Eduardo Montealegre Lynett, en la que se había resuelto un caso con connotaciones fácticas similares a las presentadas en el evento bajo estudio.

Decidió entonces no brindar la tutela de los derechos que había sido pedida, dado que no se había demostrado la existencia de un perjuicio irremediable, pero ante todo por no ser la acción de tutela el medio idóneo para lograr la pretensión, dado que el actor disponía de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. 
4.- IMPUGNACIÓN

En criterio del demandante, en el fallo confutado no se tuvo en cuenta la supremacía del Derecho Sustantivo sobre el Adjetivo, por cuanto en su decir, el fallador de manera fría se abstuvo de ordenar la suspensión provisional del acto, argumentando que el mismo no se encontraba en firme. No tuvo en cuenta que la funcionaria requerida actualmente se encuentra denunciada en el Consejo Seccional de la Judicatura por acoso laboral en contra suya y de otro compañero.

Sostiene que si bien el acto fue objeto del recurso de reposición, debía haberse evaluado la falta de competencia moral, profesional y ética de la señora Juez Primera Penal Municipal de Dosquebradas, al haberlo calificado anticipadamente como consecuencia del referido acoso al que fue sometido por más de doce (12) meses. En vista de tal situación, la señora Juez debió declararse incompetente puesto que la calificación tuvo un detonante en la citada investigación disciplinaria, lo que rompía con la imparcialidad y objetividad que requiere la calificación laboral de que fue objeto. Estima que la falladora de primera instancia debió por lo menos, reprochar la actitud de la funcionaria requerida, pues manifestó desde la iniciación de la demanda la existencia de esa investigación, lo que además se probó con documentos. En ese entendido, considera que la señora Juez de primer grado debió acudir al Consejo Seccional para verificar la existencia y estado de ese averiguatorio.
Frente a la afirmación contenida en el fallo referida a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, aclara que al rendir su testimonio cometió un error de pronunciación que a su vez condujo al fallador a un error de apreciación, ya que palabras más palabras menos, expresó que ya había acudido a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, mientras lo que en realidad quiso decir era que había iniciado el agotamiento de la vía gubernativa respecto del acto administrativo, aunque destaca que no era obligatorio por la improcedencia del recurso de apelación. Tal error, a pesar de haberse recibido recientemente como abogado, radicó en que desconoce por completo el procedimiento administrativo por llevar más de veinte (20) años en despachos penales.
Arguye que está tratando de evitar un perjuicio irremediable, dado que da por sentado que la funcionaria accionada no variará el sentido de su decisión, lo que significa que aunque la ha controvertido por los mecanismos legales establecidos, esa formalidad no va a evitar el seguro retiro de su empleo. Insiste en que quien lo calificó no podía hacerlo por las razones multicitadas, sin embargo la señora falladora omitió referirse a los hechos que están vulnerando su derecho al debido proceso, por cuanto al presentar la acción no tenía como objetivo conservar su trabajo ni controvertir una decisión utilizando mecanismos no expeditos, sino que se respetaran los derechos constitucionales fundamentales que se le han violado como consecuencia de una clara desviación de poder, razón por la cual era a la señora Juez accionada a quien se le debía “llamar al orden” para que cesara en ese proceder. En ese entendido, él es la verdadera víctima de toda esta situación.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), en su rol de Juez Constitucional, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1. Problema jurídico planteado.
Entiende el Tribunal que el problema jurídico a resolver consiste en determinar en primera medida si con la calificación anticipada de que fue objeto el actor, se le vulneraron derechos fundamentales, en particular el debido proceso, luego de lo cual, se podrá entrar a determinar si el fallo impugnado es consecuente con esa realidad.

5.2. Cuestión previa, sobre la competencia.

Debe decir de una vez la Sala, que no necesariamente por tratarse de una acción de tutela dirigida contra una autoridad judicial, debió repartirse de manera obligatoria al superior funcional del Juzgado accionado, tal como lo dispone el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. La afirmación se hace por cuanto lo que aquí se debate no tiene relación con una decisión de índole judicial proferida por el accionado Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas (Rda.), caso en el cual sí sería definitivamente el Juzgado del Circuito quien se ejerce como su superior funcional el llamado a conocer de ese trámite. Nótese que lo que aquí se ataca, consiste en un acto proferido dentro de un margen de competencia de carácter administrativo, lo cual posibilitaba que como autoridad del orden municipal que es, el proceso fuera repartido y decidido por cualquiera de los señores Jueces Municipales que tienen sede en el municipio de Dosquebradas (Rda.)
. 

De todas maneras, la Sala estima que ante la escogencia que en ese sentido hizo el actor al dirigir la acción al Juzgado Penal del Circuito del vecino municipio, debe primar su voluntad, porque proceder de otra manera conduciría a que la actuación surtida fuera retrotraída hasta su origen, lo cual desde luego escapa al concepto de un adecuado acceso a la administración de justicia y, por consiguiente, es la razón que motiva a esta Corporación para pronunciarse frente a la impugnación surtida. 

5.3. Solución al problema.
Aquí se afirma por parte del actor, que se le ha vulnerado su derecho fundamental al debido proceso, cuyos componentes como es de todos conocidos se hayan dispersos a lo largo y ancho de la Constitución Política, en sus artículos 29 (con sus ingredientes de derecho a una defensa técnica, controversia de las pruebas que se presenten en contra, exclusión de pruebas obtenidas ilegalmente, favorabilidad en materia penal y respeto de las formas propias de cada proceso –debido proceso en sentido estricto-), 31 (doble instancia), 33 (prohibición de ser obligado a autoincriminarse o incriminar a sus familiares), 228 (prevalencia de lo sustancial sobre las formas) y 229 ( derecho al acceso a la justicia), entre otros.
Como ya se había dilucidado previamente, la decisión atacada es una de aquellas proferidas por un Despacho Judicial, en lo que hace con la administración del personal de que ha sido provisto para asegurar la adecuada satisfacción de las necesidades de administración de justicia. En esa dirección, estima el Tribunal que en efecto la señora Juez Primera Penal Municipal de Dosquebradas, en su calidad de nominadora, era la autoridad competente para realizar la calificación antelada sobre el actor, dada su calidad para ese entonces de empleado del mencionado estrado judicial. Lo expuesto, de conformidad con la precisa autorización legal  que le da el artículo 171 de la Ley 270 de 1996 
 y los artículos 52 y ss. del Acuerdo 1392 del veintiuno (21) de marzo de 2002 expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 

Por demás, el acto administrativo así proferido, estima la Sala que fue suficientemente motivado
 -sin entrar a calificar el mérito de dicha motivación-, de tal manera que sin lugar a dudas el destinatario del mismo pudo conocer cuál fue el origen de la manifestación de voluntad unilateral de la administración –en este caso el Juzgado- que le produjo los efectos jurídicos adversos que ahora pretende desestabilizar por medio de esta acción. Además, así no se dijera expresamente en el referido documento cuáles eran los recursos que procedían contra el mismo, es lo cierto que el afectado fue debidamente notificado de su contenido y entendió que era pertinente el recurso horizontal de reposición y por tanto lo interpuso, con los resultados adversos que ya se conocen dado que la funcionaria en extensa resolución
 decidió no reponer la determinación adoptada de calificar de manera anticipada e insatisfactoriamente al señor CARDONA NOREÑA.
En esas condiciones, desde un punto de vista estrictamente formal, encuentra este Juez colegiado que al proferirse el acto administrativo se cumplieron los requisitos exigidos para su expedición y no hay lugar a reparo alguno por esta vía, ya que según la jurisprudencia existente, la acción de tutela ha prosperado respecto de actos administrativos que ordenen desvinculación de alguna persona, cuando se ha detectado que carece de la motivación pertinente, eventos en que la Corte Constitucional ha dispuesto que el mismo se rehaga, cuidando de consignar las razones y motivos que respaldan la decisión adoptada. Lo anterior, con el fin exclusivo de poder controvertir las razones que se tuvieron en cuenta para la desvinculación ante la Jurisdicción contencioso administrativa, tal y como se consignó, entre otras, en la Sentencia T-545 del 032 de mayo de 2005, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, cuando se dijo:
La Corte Constitucional ha considerado que existe un deber de motivar el acto administrativo mediante el cual se declara la insubsistencia de un nombramiento de carrera y que la omisión de fundamentar dicho acto constituye una violación al debido proceso del trabajador.
Nótese que la Sala ha tenido cuidado de no tocar el fondo del asunto, porque es tema en el que no puede tener injerencia el Juez en sede de tutela, como quiera que la presunta desviación de poder que le endilga el actor a la señora Juez al emitir el acto administrativo, debe obligatoriamente ser analizado por el Juez competente para ello, no otro que el Contencioso Administrativo, aspecto en el cual se acolita lo decidido en la primera instancia con adecuado fundamento jurisprudencial que indica que si de cuestionar la probidad de las autoridades administrativas se trata, tampoco era la acción de tutela el medio idóneo para ello. 
Por demás, el específico punto de la pretendida insolvencia moral de la señora Juez accionada frente a la determinación adoptada, fue ampliamente debatido mediante el recurso interpuesto y objeto de amplio pronunciamiento en la resolución mediante la cual se negó la reposición pedida, razón de más para pregonar que la diferencia de apreciación debe ser ventilada ante el Juez competente ya anunciado.   
Debe resaltar el Tribunal, que al haber sido expedido el acto en cumplimiento del aspecto formal que le es propio, goza de la presunción de legalidad que acompaña a los actos administrativos, tal y como se desprende del contenido del artículo 66 del Código Contencioso Administrativo: “PERDIDA DE FUERZA EJECUTORIA. Salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso administrativo…”
Significa lo anterior, que cualquier ataque que se pretenda hacer contra la decisión proferida por la señora Juez Primera Penal Municipal de Dosquebradas, en tanto, se trata de un acto administrativo que ha quedado en firme, debe necesariamente canalizarse por los medios legalmente establecidos para ello, es decir, acudiendo a al juez natural, dado que por las connotaciones propias del asunto y las posiciones antagónicas que se presentan, resulta poco probable que se pueda hacer uso de la figura de la revocatoria directa del acto –de oficio o a petición de parte-, como otra de las formas en pueden perder fuerza jurídica los actos administrativos. De manera adicional, es la misma Corte la que ha señalado la improcedencia general de la acción de tutela frente al retiro del servicio por calificación insatisfactoria, como a continuación se ve:

En el caso que ahora se examina, la peticionaria ejerció el recurso de reposición al cual tenía derecho, el mismo le fue resuelto desfavorablemente y, por carecer el juez doce penal municipal de superior jerárquico administrativo, el recurso de apelación fue rechazado. Este acto de trámite es previo a aquél mediante el cual el empleado que ha obtenido una calificación insatisfactoria es retirado de la Carrera Judicial; precisamente, éste último es considerado el acto definitivo contra el cual se puede ejercer la acción de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, para impugnar la legalidad del acto definitivo de retiro, permitiendo al actor de esta clase de proceso cuestionar las eventuales irregularidades en que haya incurrido la autoridad administrativa, entre ellas las relacionadas con los motivos que llevaron a la administración a adoptar su decisión. En el presente caso, la demandante cuenta con las acciones contencioso administrativas aptas para debatir judicialmente el contenido del acto administrativo mediante el cual el juez doce penal municipal de Cali se negó a modificar la calificación de servicios para el periodo enero – diciembre de 2002. Es decir, para la Corte Constitucional la acción de tutela instaurada en el presente caso es improcedente, debido a la existencia de otro mecanismo de defensa judicial.

Aclarado lo anterior, es evidente que los reparos que hace el impugnante sobre el fallo de primera instancia, no pueden ser de recibo y que contrario a lo por él manifestado, no es connatural al Juez en sede de tutela formular reproches respecto de la actuación de las entidades accionadas, cuando su labor debe dirigirse única y exclusivamente a verificar la vulneración de derechos fundamentales, como aquí se ha hecho al concluirse que no se veía clara la afectación de garantía alguna y se dejó establecido que para la consecución de las pretensiones de la demanda de tutela se contaba con otro medio de defensa judicial al que todavía se pude acudir. Al punto se llama la atención en cuanto a que fue la existencia de ese mecanismo alternativo básicamente lo que condicionó la denegación del amparo pedido y no la inexacta afirmación hecha por el actor de haber acudido a la jurisdicción contenciosa administrativa, cuando lo que se mencionó en la providencia fue: “…es preciso aclarar que no se encuentra probada la vulneración de los Derechos Fundamentales que invoca el accionante; que este no ha agotado los mecanismos expeditos que tiene para el efecto, lo que torna improcedente esta acción de amparo.”

Sirvan entonces los precedentes planteamientos para proceder a confirmar la decisión impugnada. 
ANOTACIÓN FINAL

En forma extemporánea, el accionante hizo entrega a esta Corporación de un escrito en el cual pone de presente que su cargo lo está ocupando en la actualidad el hermano de la señora Juez Penal del Circuito (la a quo), con lo cual, entiende el Tribunal, se desea poner en entredicho la transparencia en el proceder de las funcionarias que han conocido de esta actuación.
Obviamente que se trata de una situación que podría llegarse a censurar desde el punto de vista ético; sin embargo, en modo alguno impide a la Sala en su condición de Juez Constitucional hacer el pronunciamiento de fondo que aquí le corresponde. 
Sobra advertir en consecuencia, que el accionante queda en libertad de promover las acciones que estime pertinentes con relación a esa situación específica, si es que considera que hay lugar a ello. 

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), de conformidad con los argumentos expuestos.

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
         JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
     Magistrado




       Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

               Magistrado



               Secretaria
� Una posición similar fue adoptada por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y posteriormente avalada por la Corte Constitucional, tal como se observa en Sentencia T-1032 del 13-10-2005 M. P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. Se trataba de una acción de tutela dirigida contra el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena que fue remitida por el máximo órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria a uno de los Jugados del Circuito de esa ciudad, para su trámite y fallo.





� ART. 171.—Evaluación de empleados. Los empleados de carrera serán evaluados por sus superiores jerárquicos anualmente, sin perjuicio de que, a juicio de aquéllos, por necesidades del servicio se anticipe la misma. (Subrayas de la Sala).


La calificación insatisfactoria de servicios dará lugar al retiro del empleado. Contra esta decisión proceden los recursos de la vía gubernativa.


� Cfr. al respecto fls. 1 y 5 del C.O.I.


� Cfr. el contenido de la Resolución No. 018 del 12 de octubre de 2006, por medio de la cual se resolvió el recurso de reposición interpuesto, visible a partir del Fl. 91.


� Sentencia T-1142 del 28 de noviembre de 2003, M.P. Dr. Eduardo Montealegre Lynett.


� Cfr. Fl. 73 C.O.I.





Página 1 de 13

